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Informe vigente.
Con fecha de 13 de abril de 2007, se publicó en el BOE nº 89, la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
De conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final Primera y artículo 6, y tal como se explica en la Exposición de Motivos, es una norma en su totalidad de carácter básico, aplicable a todas las Administraciones Públicas, sin perjuicio que el legislador estatal y el de las CCAA, en el ámbito de sus respectivas competencias, hayan de aprobar o modificar las leyes de función pública de sus Administraciones, así como las normas aplicables a la Administración Local. Estas leyes pueden ser generales o referirse a sectores específicos de la función pública que lo requieran, entre los cuales se incluye necesariamente al personal docente y al personal estatutario de los Servicios de Salud (respecto a éste personal sigue siendo su norma de referencia la Ley 55/2003, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud y su normativa de desarrollo).
OBJETO DE LA LEY

Este Estatuto tiene por objeto el establecimiento de las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos incluidos en su ámbito de aplicación así cómo determinar las normas aplicables al personal laboral al servicio de las AAPP.
ÁMBITO DE APLICACIÓN

1.-  Este norma es de aplicación directa al personal funcionario y personal laboral de las siguientes Administraciones:

· Administración General del Estado

· Administraciones de las CCAA y de las Ciudades de Ceuta y Melilla

· Administraciones de las Entidades Locales

· Organismos Públicos, Agencias y demás Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas

· Universidades Públicas

 El personal docente y estatutario de los Servicios de Salud se regirán por la legislación específica dictada por el Estado y por las CCAA y por lo previsto en este Estatuto excepto en lo relativo al Capítulo II (Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. Evaluación del desempeño) del Titulo III, salvo los artículos referidos a la evaluación del desempeño (artículo 20), las retribuciones complementarias (artículos 22.3 y 24) y movilidad voluntaria entre AAPP (artículo 84) que sí son aplicables.
2.-  Sólo se aplicará esta Ley de forma directa cuando así lo disponga su legislación específica con respecto al siguiente personal:
· Personal funcionario de las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas de las CCAA

· Personal funcionario de los demás órganos constitucionales del Estado y de los órganos estatutarios de las CCAA

· Jueces, Magistrados, Fiscales y demás personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia

· Personal militar de las Fuerzas Armadas

· Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

· Personal retribuido por arancel

· Personal del Centro Nacional de Inteligencia

· Personal del Banco de España y Fondos de Garantía de Depósitos en Entidades de Crédito

3.-  Será de aplicación supletoria para el personal de las AAPP no incluidos en su ámbito de aplicación.

Las novedades más importantes introducidas por esta Ley se centran en los siguientes aspectos: 

I.- CLASIFICACIÓN DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS AAPP
El artículo 8 introduce una nueva clasificación de empleados públicos:
a) Funcionarios de carrera
b) Funcionarios interinos. Su nombramiento procederá cuando se de alguna de las siguientes circunstancias:
· Existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura. En este supuesto las plazas vacantes desempeñadas por funcionarios interinos deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se produzca su nombramiento y, si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortización.
· Sustitución transitoria de los titulares
· Ejecución de programas de carácter temporal

· Exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de 6 meses, dentro de un periodo de12 meses.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal 
d) Personal eventual. Las Leyes de Función Pública determinarán los órganos de gobierno que podrán disponer de este tipo de personal.
El número de efectivos que tiene la consideración de personal eventual y sus condiciones retributivas serán públicas y le será de aplicación, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general de los funcionarios de carrera.

Dentro del personal al servicio de las AAPP se incluye una nueva figura: el personal directivo profesional, siendo lo más destacado de su regulación contenida en el artículo 13:
· Desarrollará funciones directivas profesionales, tal y como sean definidas éstas en las normas específicas de cada Administración.

· Su designación responderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.

·  Su régimen jurídico podrá ser determinado por el Gobierno y los órganos de gobierno de las CCAA, así como los criterios para determinar su condición.
· Este personal está sujeto a evaluación en base a los criterios de eficacia y eficiencia

· Sus condiciones de empleo se excluyen del ámbito de la negociación colectiva.

· Si este personal tuviese la condición de personal laboral su vinculación con la Administración sería a través de una relación laboral de carácter especial de alta dirección. 
II.- DERECHOS DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS
a) Derechos de los empleados públicos. Derechos individuales

Lo más novedoso de la relación de derechos individuales descrita en el artículo 14 es que incorpora junto a los derechos tradicionales otros de reciente reconocimiento, como los relativos a la objetividad y transparencia de los sistemas de evaluación, el derecho a la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos, el respeto de su intimidad personal, especialmente frente al acoso sexual o moral, a la no discriminación y a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

b) Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna

El Estatuto dispone en su artículo 16 que han de ser las leyes de Función Pública, que se dicten en desarrollo de esta Ley, las que regulen la carrera profesional aplicable a cada ámbito que podrán consistir, entre otras, en la aplicación aislada o simultánea de alguna o algunas de las siguientes modalidades:

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo, de acuerdo con la valoración de la trayectoria y actuación profesional, los conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño.
b) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos de provisión de puestos de trabajo.

c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional (en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo), a otro superior de acuerdo con la regulación sobre promoción interna de los funcionarios de carrera.

d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo profesional, de acuerdo con la regulación sobre promoción interna de los funcionarios de carrera.

Los funcionarios podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera horizontal y vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito.

c) La evaluación del desempeño

Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus empleados, mediante los cuales se valorarán la conducta profesional y el rendimiento o el logro de los resultados. 

Con carácter previo a la aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones complementarias ligadas al grado de interés, iniciativa o esfuerzo con el que el funcionario desempeña su puesto, y el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento de concurso exigirán la aprobación previa, en cada caso, de los sistemas objetivos de evaluación.

Las Administraciones determinarán los efectos de la evaluación en la carrera profesional horizontal, la formación, la provisión de los puestos de trabajo y en la percepción de las retribuciones complementarias.

La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación del desempeño, dándose audiencia al interesado y por la correspondiente resolución motivada.

d) Derechos retributivos
i. Clasificación de las retribuciones de los funcionarios:

A. Retribuciones Básicas: De este tipo de retribuciones lo más destacado se refiere a las pagas extraordinarias que serán dos al año, por un importe de una mensualidad de retribuciones básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo las que se refieren al grado de interés, iniciativa o esfuerzo con el que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o resultados obtenidos y a los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo. 

B. Retribuciones complementarias: A diferencia de las leyes actuales, estas retribuciones no tienen denominación alguna, permitiendo que sean las leyes de cada Administración Pública las que las fijen, atendiendo, entre otros, a los siguientes factores:
a. La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera administrativa

b. La especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible para el desempeño de determinados puestos o las condiciones en que se desarrolla el trabajo.

c. El grado de interés, iniciativa o esfuerzo con el que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o resultados obtenidos.

d. Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo. 

ii. Retribuciones de los funcionarios interinos

Se les reconocerán los trienios correspondientes los servicios prestados antes de la entrada en vigor de esta Ley, que tendrá efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

iii. Retribuciones de los funcionarios en prácticas

Serán las Administraciones Públicas las que determinen sus retribuciones que, como mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo o Grupo en el que aspiren a ingresar.

iv. Retribuciones Diferidas

Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de la masa salarial que se fije en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado a financiar aportaciones a planes de pensiones de empleo o contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de jubilación. Estas aportaciones tienen la consideración de retribuciones diferidas.

v. Deducciones de retribuciones

La parte de la jornada laboral no realizada dará lugar a la deducción proporcional de haberes
e) Derecho a la negociación colectiva

El Estatuto recalca los principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad de la negociación, buena fe, publicidad y transparencia que han de presidir la negociación, e introduce o consolida novedades de relieve en orden a la estructura de la negociación colectiva, permitiendo negociar en una misma Mesa las condiciones de empleo comunes al personal funcionario y al personal laboral. 

f) Derecho a la jornada de trabajo de los funcionarios

Serán las AAPP las que establezcan la jornada general y las especiales. La jornada de trabajo puede ser a tiempo completo o parcial.

g) Derecho a los permisos de trabajo de los funcionarios

i. Permisos

Las Administraciones Públicas determinarán los supuestos de concesión de permisos a los funcionarios públicos y sus requisitos, efectos y duración. En defecto de legislación aplicable los permisos y su duración serán, al menos, los siguientes:

a. Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrá derecho a una hora de ausencia del trabajo que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en media hora al inicio y al final de la jornada o, en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por uno u otro de los progenitores, en el caso de que ambos trabajen.

Igualmente la funcionaria podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple.

b. Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
c. Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus retribuciones que corresponda. A diferencia de lo que establece el Acuerdo Sectorial de la Comunidad de Madrid no se fija un tope máximo de reducción de la jornada.
d. Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a solicitar una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este derecho por el mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos, respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.

2. Además de los días de libre disposición establecidos por cada Administración Pública, los funcionarios tendrán derecho al disfrute de dos días adicionales al cumplir el sexto trienio, incrementándose en un día adicional por cada trienio cumplido a partir del octavo.

ii. Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral y por razón de violencia de género

En todo caso se concederán los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:
a. Permiso por parto: tendrá una duración de dieciséis semanas ininterrumpidas. Este permiso se ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo y, por cada hijo a partir del segundo, en los supuestos de parto múltiple. El permiso se distribuirá a opción de la funcionaria siempre que seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto. En caso de fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso.

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de las seis semanas inmediatas posteriores al parto de descanso obligatorio para la madre, en el caso de que ambos progenitores trabajen, la madre, al iniciarse el periodo de descanso por maternidad, podrá optar por que el otro progenitor disfrute de una parte determinada e ininterrumpida del periodo de descanso posterior al parto, bien de forma simultánea o sucesiva con el de la madre. El otro progenitor podrá seguir disfrutando del permiso de maternidad inicialmente cedido, aunque en el momento previsto para la reincorporación de la madre al trabajo ésta se encuentre en situación de incapacidad temporal.

En los casos de disfrute simultáneo de periodos de descanso, la suma de los mismos no podrá exceder de las dieciséis semanas o de las que correspondan en caso de discapacidad del hijo o de parto múltiple.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen.

b. Permiso de paternidad por el nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo: tendrá una duración de quince días, a disfrutar por el padre o el otro progenitor a partir de la fecha del nacimiento, de la decisión administrativa o judicial de acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituya la adopción.

Este permiso es independiente del disfrute compartido de los permisos contemplados en los apartados a (permiso por parto) y b (permiso por adopción).

En los casos previstos en los apartados anteriores (permiso por parto, por adopción y por paternidad) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo el periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en función del periodo de disfrute del permiso.

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por parto o maternidad, paternidad y adopción o acogimiento tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho durante su ausencia.
Sobre la duración de este permiso dispone la Disposición Transitoria Sexta serán las Administraciones Públicas las que ampliarán de forma progresiva y gradual la duración de este permiso de paternidad hasta alcanzar el objetivo de cuatro semanas de este permiso a los seis años de entrada en vigor de este Estatuto.

c. Permiso por razón de violencia de género sobre la mujer funcionaria: las faltas de asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género, totales o parciales, tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los servicios sociales de atención o de salud según proceda.

Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su protección o su derecho de asistencia social integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos supuestos establezca la Administración Pública competente en casa caso.

h) Derecho a las vacaciones de los funcionarios

Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar como mínimo, durante cada año natural, de unas vacaciones retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de servicio durante el año fue menor.

A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.

III.- DEBERES DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS
El Capítulo IV del Titulo III regula un Código de Conducta para los empleados públicos basado en una relación de principios éticos y de conducta.

IV.- ACCESO AL EMPLEO PÚBLICO
El Capítulo I del Titulo IV establece los principios rectores sobre los que se basan los procesos selectivos de los empleados públicos:

Las Administraciones Públicas, entidades y organismos a que se refiere el artículo 2 del presente Estatuto seleccionarán a su personal funcionario y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los principios constitucionales, así como los establecidos a continuación:

a. Publicidad de las convocatorias y de sus bases.
b. Transparencia.

c. Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.

d. Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.

e. Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar.

f.    Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección.

El artículo 57 dispone el proceso de acceso al empleo público de nacionales de otros Estados.

Asimismo el artículo 58 establece la posibilidad de acceder al empleo público a aquellos funcionarios españoles de Organismos Internacionales de la siguiente manera:

“Las Administraciones Públicas establecerán los requisitos y condiciones para el acceso a las mismas de funcionarios de nacionalidad española de Organismos Internacionales, siempre que posean la titulación requerida y superen los correspondientes procesos selectivos. Podrán quedar exentos de la realización de aquellas pruebas que tengan por objeto acreditar conocimientos ya exigidos para el desempeño de su puesto en el organismo internacional correspondiente.”
V.- ADQUISICIÓN Y PÉRDIDA DE LA RELACIÓN DE SERVICIO
a) Órganos de selección
Con respecto a los órganos de selección el Estatuto no dispone de una manera detallada su composición pero si fija la exclusión en los mismos de determinado tipo de personal.
Los órganos de selección serán colegiados y su composición deberá ajustarse a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, y se tenderá, asimismo, a la paridad entre mujer y hombre.

El personal de elección o de designación política, los funcionarios interinos y el personal eventual no podrán formar parte de los órganos de selección.

La pertenencia a los órganos de selección será siempre a título individual, no pudiendo ostentarse ésta en representación o por cuenta de nadie.
Se legitima a las Organizaciones Sindicales más representativas en el ámbito de la Función Pública para interponer recursos en vía administrativa y jurisdiccional contra las resoluciones de los órganos de selección.
b) Sistemas selectivos

En relación con los sistemas selectivos las novedades más destacadas son:
· Los órganos de selección velarán por el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre sexos.

· Los procesos selectivos que incluyan, además de las preceptivas pruebas de capacidad, la valoración de méritos de los aspirantes sólo podrán otorgar a dicha valoración una puntuación proporcionada que no determinará, en ningún caso, por sí misma el resultado del proceso selectivo.

· Las Administraciones Públicas podrán crear órganos especializados y permanentes para la organización de procesos selectivos, pudiéndose encomendar estas funciones a los Institutos o Escuelas de Administración Pública.

· Para asegurar la objetividad y la racionalidad de los procesos selectivos, las pruebas podrán completarse con la superación de cursos, de periodos de prácticas, con la exposición curricular por los candidatos, con pruebas psicotécnicas o con la realización de entrevistas. Igualmente podrán exigirse reconocimientos médicos.

· Los sistemas selectivos de funcionarios de carrera serán los de oposición y concurso-oposición que deberán incluir, en todo caso, una o varias pruebas para determinar la capacidad de los aspirantes y establecer el orden de prelación.

Sólo en virtud de Ley podrá aplicarse, con carácter excepcional, el sistema de concurso que consistirá únicamente en la valoración de méritos.
- Los sistemas selectivos de personal laboral fijo serán los de oposición, concurso-oposición, con las características establecidas en el apartado anterior, o concurso de valoración de méritos.

Las Administraciones Públicas podrán negociar las formas de colaboración que en el marco de los convenios colectivos fijen la actuación de las Organizaciones Sindicales en el desarrollo de los procesos selectivos.

-  Los órganos de selección no podrán proponer el acceso a la condición de funcionario de un número superior de aprobados al de plazas convocadas, excepto cuando así lo prevea la propia convocatoria.

No obstante lo anterior, siempre que los órganos de selección hayan propuesto el nombramiento de igual número de aspirantes que el de plazas convocadas, y con el fin de asegurar la cobertura de las mismas, cuando se produzcan renuncias de los aspirantes seleccionados, antes de su nombramiento o toma de posesión, el órgano convocante podrá requerir del órgano de selección relación complementaria de los aspirantes que sigan a los propuestos, para su posible nombramiento como funcionarios de carrera.
c) Pérdida de la relación de servicio

i.     Renuncia

Se regula un supuesto en que no es admisible por la Administración la renuncia formulada por el funcionario:

“No podrá ser aceptada la renuncia cuando el funcionario esté sujeto a expediente disciplinario o haya sido dictado en su contra auto de procesamiento o de apertura de juicio oral por la comisión de algún delito.”
ii.      Jubilación parcial 

El apartado 4 del artículo 67 reconoce el derecho del funcionario a solicitar la jubilación parcial, siempre que reúna los requisitos exigidos en el Régimen  de la Seguridad Social que le sea aplicable, determinándose que mediante Ley de las Cortes Generales, con carácter excepcional y en el marco de la planificación de los recursos humanos, se podrán establecer condiciones especiales en las jubilaciones voluntaria y parcial.
d) Rehabilitación de la condición de funcionario
Se específica el carácter negativo del silencio administrativo de las solicitudes de rehabilitación formuladas por los funcionarios.

VI.- PLANIFICACIÓN DE RECURSOS HUMANOS

a) Planes de ordenación de sus recursos humanos

Las Administraciones Públicas podrán aprobar Planes para la ordenación de sus recursos humanos que podrán incluir, entre otras las siguientes medidas:

a. Análisis de las disponibilidades y necesidades de personal, tanto desde el punto de vista del número de efectivos, como del de los perfiles profesionales o niveles de cualificación de los mismos.

b. Previsiones sobre los sistemas de organización del trabajo y modificaciones de estructuras de puestos de trabajo.

c.    Medidas de movilidad, entre las cuales podrá figurar la suspensión de incorporaciones de personal externo a un determinado ámbito o la convocatoria de concursos de provisión de puestos limitados a personal de ámbitos que se determinen.

d. Medidas de promoción interna y de formación del personal y de movilidad forzosa de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III del presente Título de este Estatuto.

e. La previsión de la incorporación de recursos humanos a través de la Oferta de empleo público, de acuerdo con lo establecido en el artículo siguiente.
b) Oferta de empleo Público

La Oferta de Empleo Público fijará el plazo máximo para la convocatoria de los procesos selectivos. En todo caso, la ejecución de la oferta de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del plazo improrrogable de tres años.
VII.- ESTRUCTURACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO
a) Desempeño y agrupación de puestos de trabajo

Las Administraciones Públicas podrán asignar a su personal funciones, tareas o responsabilidades distintas a las correspondientes al puesto de trabajo que desempeñen siempre que resulten adecuadas a su clasificación, grado o categoría, cuando las necesidades del servicio lo justifiquen sin merma en las retribuciones.

b) Ordenación de los puestos de trabajo

Las Administraciones Públicas estructurarán su organización a través de relaciones de puestos de trabajo u otros instrumentos organizativos similares que comprenderán, al menos, la denominación de los puestos, los grupos de clasificación profesional, los cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de provisión y las retribuciones complementarias. Dichos instrumentos serán públicos.

c) Grupos de clasificación profesional del personal funcionario 

Se fija una nueva clasificación de los grupos de los funcionarios en función del titulo exigido para su ingreso:

Los cuerpos y escalas se clasifican, de acuerdo con la titulación exigida para el acceso a los mismos, en los siguientes grupos:

· Grupo A, dividido en dos Subgrupos A1 y A2.

Para el acceso a los cuerpos o escalas de este Grupo se exigirá estar en posesión del título universitario de Grado. En aquellos supuestos en los que la Ley exija otro título universitario será éste el que se tenga en cuenta.

La clasificación de los cuerpos y escalas en cada Subgrupo estará en función del nivel de responsabilidad de las funciones a desempeñar y de las características de las pruebas de acceso.

· Grupo B. Para el acceso a los cuerpos o escalas del Grupo B se exigirá estar en posesión del título de Técnico Superior.

· Grupo C. Dividido en dos Subgrupos, C1 y C2, según la titulación exigida para el ingreso.

· C1: título de bachiller o técnico.

· C2: título de graduado en educación secundaria obligatoria.
Las Administraciones Públicas podrán establecer otras agrupaciones diferentes de las enunciadas anteriormente, para cuyo acceso no se exija estar en posesión de ninguna de las titulaciones previstas en el sistema educativo.

Los funcionarios que pertenezcan a estas agrupaciones cuando reúnan la titulación exigida podrán promocionar de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de este Estatuto.

La Disposición Transitoria Tercera señala la equivalencia de los actuales Grupos Profesionales con los que se disponen en este Estatuto, así dispone:

“Transitoriamente, los Grupos de clasificación existentes a la entrada en vigor del presente Estatuto se integrarán en los Grupos de clasificación profesional de funcionarios previstos en el artículo 76, de acuerdo con las siguientes equivalencias:

· Grupo A: Subgrupo A1

· Grupo B: Subgrupo A2

· Grupo C: Subgrupo C1

· Grupo D: Subgrupo C2

· Grupo E: Agrupaciones Profesionales a que hace referencia la disposición adicional séptima.

 Los funcionarios del Subgrupo C1 que reúnan la titulación exigida podrán promocionar al Grupo A sin necesidad de pasar por el nuevo Grupo B, de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de este Estatuto.”

d) Clasificación del personal laboral

           El personal laboral se clasificará de conformidad con la legislación laboral.
VIII.- PROVISIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO Y MOVILIDAD

La provisión de puestos de trabajo en cada Administración Pública se llevará a cabo por los procedimientos de concurso y de libre designación con convocatoria pública.
Las Leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán establecer otros procedimientos de provisión en los supuestos de movilidad a que se refiere el artículo 81.2, permutas entre puestos de trabajo, movilidad por motivos de salud o rehabilitación del funcionario, reingreso al servicio activo, cese o remoción en los puestos de trabajo y supresión de los mismos.
a) Concurso
La composición de los órganos de valoración responderá al principio de profesionalidad y especialización de sus miembros y se adecuará al criterio de paridad entre mujer y hombre. Su funcionamiento se ajustará a las reglas de imparcialidad y objetividad.

 Las Leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto establecerán el plazo mínimo de ocupación de los puestos obtenidos por concurso para poder participar en otros concursos de provisión de puestos de trabajo.

En el caso de supresión o remoción de los puestos obtenidos por concurso se deberá asignar un puesto de trabajo conforme al sistema de carrera profesional propio de cada Administración Pública y con las garantías inherentes de dicho sistema.

b) Libre Designación
Las Leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto establecerán los criterios para determinar los puestos que por su especial responsabilidad y confianza puedan cubrirse por el procedimiento de libre designación con convocatoria pública.

c) Movilidad 

Se regula la movilidad voluntaria  y por razón de violencia de género.
d) Movilidad voluntaria entre las AAPP

Con el fin de lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos, que garantice la eficacia del servicio que se preste a los ciudadanos, la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales establecerán medidas de movilidad interadministrativa, preferentemente mediante Convenio de Conferencia Sectorial u otros instrumentos de colaboración.
Los funcionarios de carrera que obtengan destino en otra Administración Pública a través de los procedimientos de movilidad quedarán respecto de su Administración de origen en la situación administrativa de servicio en otras Administraciones Públicas. En los supuestos de cese o supresión del puesto de trabajo, permanecerán en la Administración de destino, que deberá asignarles un puesto de trabajo conforme a los sistemas de carrera y provisión de puestos vigentes en dicha Administración.
IX.- SITUACIONES ADMINISTRATIVAS

En esta Ley se reducen las situaciones administrativas a cinco, si bien se permite que las Leyes de Función Pública que desarrollen este Estatuto regule otras situaciones administrativas cuando se de alguna de las siguientes circunstancias:

a. Cuando por razones organizativas, de reestructuración interna o exceso de personal, resulte una imposibilidad transitoria de asignar un puesto de trabajo o la conveniencia de incentivar la cesación en el servicio activo.

b. Cuando los funcionarios accedan, bien por promoción interna o por otros sistemas de acceso, a otros cuerpos o escalas y no les corresponda quedar en alguna de las situaciones previstas en este Estatuto, y cuando pasen a prestar servicios en organismos o entidades del sector público en régimen distinto al de funcionario de carrera.
Las novedades más destacadas de alguna de estas situaciones administrativas son:

a) Servicios Especiales
Esta Ley introduce o cambia la redacción de determinadas situaciones especiales, como son:

a. Cuando sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en Organismos Públicos o entidades, dependientes o vinculados a las Administraciones Públicas que, de conformidad con lo que establezca la respectiva Administración Pública, estén asimilados en su rango administrativo a altos cargos.

b. Cuando sean designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial o de los Consejos de Justicia de las Comunidades Autónomas.
c.    Cuando sean designados como personal eventual por ocupar puestos de trabajo con funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento político y no opten por permanecer en la situación de servicio activo.

d. Cuando sean activados como reservistas voluntarios para prestar servicios en las Fuerzas Armadas.

Además, se aclara que el tiempo en el que el funcionario se encuentre en la situación de servicios especiales se computará a efectos de promoción interna.
Las Administraciones Públicas velarán para que no haya menoscabo en el derecho a la carrera profesional de los funcionarios públicos que hayan sido nombrados altos cargos, miembros del Poder Judicial o de otros órganos constitucionales o estatutarios o que hayan sido elegidos Alcaldes, retribuidos y con dedicación exclusiva, Presidentes de Diputaciones o de Cabildos o Consejos Insulares, Diputados o Senadores de las Cortes Generales y miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. Como mínimo, estos funcionarios recibirán el mismo tratamiento en la consolidación del grado y conjunto de complementos que el que se establezca para quienes hayan sido Directores Generales y otros cargos superiores de la correspondiente Administración Pública.
b) Excedencia
La situación administrativa de excedencia podrá adoptar las siguientes modalidades:

a. Excedencia voluntaria por interés particular. Estará condicionada a necesidades de servicio, sin que se fije el plazo mínimo de duración. No contempla la excedencia por incompatibilidad.
b. Excedencia voluntaria por agrupación familiar. No se determina ni límite mínimo ni máximo de duración.
c.    Excedencia por cuidado de familiares. Su duración máxima será de 3 años y se concederá para atender al cuidado de hijos como de familiares a su cargo hasta el 2º grado por consaguinidad o afinidad. Se fija la reserva del puesto al menos durante 2 años.
d. Excedencia por razón de violencia de género. No se exige plazo de permanencia en la misma y durante los 6 primeros meses (ampliables por 3 meses hasta un máximo de 18 meses) la funcionaria tiene derecho a reserva de puesto de trabajo. Durante los 2 primeros meses tiene derecho a percibir las retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo.
X.- RÉGIMEN DISCIPLINARIO

a) Faltas muy graves

Se incluyen o cambian de redacción algunas conductas tipificadas como faltas muy graves, como son:

a. El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que tienen encomendadas.

b. La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.

c. El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones encomendadas.
d. La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción manifiesta del Ordenamiento jurídico.
e. La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para otro.
f. La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.

g. El acoso laboral.
h. También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en Ley de las Cortes Generales o de la Asamblea Legislativa de la correspondiente Comunidad Autónoma o por los convenios colectivos en el caso de personal laboral.
b) Sanciones

Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:

a. Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios interinos comportará la revocación de su nombramiento, y que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves.

b. Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves y comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las que desempeñaban.

c. Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración máxima de 6 años.

d. Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período que en cada caso se establezca.

e. Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.

f. Apercibimiento.

g. Cualquier otra que se establezca por Ley.

Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.

Se modifica el plazo de prescripción de las faltas y sanciones:

“Las infracciones muy graves prescribirán a los 3 años, las graves a los 2 años y las leves a los 6 meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 3 años, las impuestas por faltas graves a los 2 años y las impuestas por faltas leves al año.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se hubiera cometido, y desde el cese de su comisión cuando se trate de faltas continuadas.”

En los procedimientos disciplinarios se podrá declarar al funcionario incurso en él en situación de suspensión de funciones provisional y  tendrá derecho a percibir durante la suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo.

Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá devolver lo percibido durante el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la Administración deberá restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos.
XI.- FUNCIONARIOS CON HABILITACIÓN DE CARÁCTER NACIONAL

Se regulan en la Disposición Adicional Segunda.
XII.- PERSONAL LABORAL FIJO QUE DESEMPEÑE FUNCIONES  O PUESTOS CLASIFICADOS COMO PROPIOS DEL PERSONAL FUNCIONARIO

El personal laboral fijo que a la entrada en vigor del presente Estatuto esté desempeñando funciones de personal funcionario, o pase a desempeñarlos en virtud de pruebas de selección o promoción convocadas antes de dicha fecha, podrán seguir desempeñándolos.

Asimismo, podrá participar en los procesos selectivos de promoción interna convocados por el sistema de concurso-oposición, de forma independiente o conjunta con los procesos selectivos de libre concurrencia, en aquellos Cuerpos y Escalas a los que figuren adscritos las funciones o los puestos que desempeñe, siempre que posea la titulación necesaria y reúna los restantes requisitos exigidos, valorándose a estos efectos como mérito los servicios efectivos prestados como personal laboral fijo y las pruebas selectivas superadas para acceder a esta condición.
XIII.- CONSOLIDACIÓN DEL EMPLEO TEMPORAL

Las Administraciones Públicas podrán efectuar convocatorias de consolidación de empleo a puestos o plazas de carácter estructural correspondientes a sus distintos cuerpos, escalas o categorías, que estén dotados presupuestariamente y se encuentren desempeñados interina o temporalmente con anterioridad a 1 de enero de 2005.

Los procesos selectivos garantizarán el cumplimiento de los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

El contenido de las pruebas guardará relación con los procedimientos, tareas y funciones habituales de los puestos objeto de cada convocatoria. En la fase de concurso podrá valorarse, entre otros méritos, el tiempo de servicios prestados en las Administraciones Públicas y la experiencia en los puestos de trabajo objeto de la convocatoria.

Los procesos selectivos se desarrollarán conforme a lo dispuesto en los apartados 1 y 3 del artículo 61 del presente Estatuto.
XIV.- MODIFICACIÓN DE LA LEY 53/1984, DE INCOMPATIBILIDADES 

Se modifican las letras a y g del apartado 1 del artículo 2, que quedan redactadas de la siguiente forma.

a. El personal civil y militar al servicio de la Administración del Estado y de sus Organismos Públicos.

g. El personal al servicio de entidades, corporaciones de derecho público, fundaciones y consorcios cuyos presupuestos se doten ordinariamente en más de un 50 % con subvenciones u otros ingresos procedentes de las Administraciones Públicas.

Se modifica el apartado 1 del artículo 16, que queda redactado de la siguiente forma:

No podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad al personal funcionario, al personal eventual y al personal laboral cuando las retribuciones complementarias que tengan derecho a percibir del apartado b del artículo 24 del presente Estatuto incluyan el factor de incompatibilidad al retribuido por arancel y al personal directivo, incluido el sujeto a la relación laboral de carácter especial de alta dirección.
XV.- ENTRADA EN VIGOR

La entrada en vigor de esta Ley se determina en su Disposición Final Cuarta de la siguiente manera:

· Con carácter general en el plazo de un mes a partir de su publicación en el BOE

· Se condiciona la vigencia de los capítulos y apartados que a continuación se detallan a la entrada en vigor de las Leyes de Función Pública que las Administraciones Públicas dicten en desarrollo de este Estatuto:

· Del Título III:

· Capítulo II (Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. Evaluación del desempeño)
· Capítulo III (Derechos retributivos), excepto el apartado de trienios reconocidos a funcionarios interinos
· Del Título V:

· Capítulo III (Provisión de puestos y movilidad)

· De la Disposición Final Tercera:

· Apartado 2   (Modificación del artículo 16.1 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las AAPP). Se vincula su entrada en vigor a la aprobación y entrada en vigor de las Leyes de Función Pública de las Administraciones Públicas que desarrollen el Capítulo III del Título III. Hasta que se hagan efectivos estos supuestos la autorización o denegación de compatibilidades continuará rigiéndose por la actual normativa.
Hasta que se dicten las Leyes de Función Pública y las normas reglamentarias de desarrollo se mantendrán en vigor en cada Administración Pública las normas vigentes sobre ordenación, planificación y gestión de recursos humanos que no sean contrarios a lo establecido en este Estatuto.
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